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Comunicación Social PVEM

Senado de la República

Sen. Javier Orozco Gómez.
Grupo Parlamentario

del Partido Verde Ecologista de México

Senado de la República, a 22 de febrero de 2007.

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y DICIONAN DIVERSOS ARTICULOS DE LA LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LA TORTURA.
A nivel internacional y con el fin de erradicar las práctica relacionadas con la tortura, las Naciones Unidas crearon la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, misma que fue ratificada por México en enero de 1987.

La tortura no solo puede ser física, sino también psicológica. Los métodos de tortura utilizados en estos tiempos se han vuelto muy sofisticados en comparación con los aplicados en otros tiempos. Antes, los torturadores no se preocupaban por las formas de tortura que aplicaban o si dejaban algún tipo de lesión visible en la víctima. 

Sin embargo, hoy en día prevalecen métodos que no dejan huellas físicas en la víctima haciendo, que sea muy difícil su comprobación. A su vez, la tortura psicológica se ejerce mediante  insultos, vejaciones, crueldad mental, gritos, intolerancia y humillación, entre otras, lo que puede llegar a conducir a diferentes enfermedades mentales. 

En ese orden de ideas, con base en la Convención contra la Tortura, México creó la Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura en 1986. Pese a ello, existen muchos funcionarios públicos encargados de hacer cumplir la ley y que aún continúan empleando la tortura y los malos tratos en gran escala. Estos agentes, en la práctica, disfrutan de absoluta inmunidad procesal, lo cual se ve reflejado en que nunca se ha condenado a ningún servidor público en la aplicación de la mencionada Ley.

Por ello afirmamos que aún sigue ausente la voluntad política de poner en práctica las medidas legales y administrativas pertinentes adoptadas desde que nuestro país firmó la Convención contra la Tortura.

Por otro lado, la práctica de la tortura en México obedece no sólo a la corrupción y a la falta de recursos que caracterizan las etapas iniciales de las investigaciones criminales, sino también al hecho de que el sistema judicial se admita como prueba fehaciente las confesiones de los acusados, sin tomar en cuenta las circunstancias en que fueran formuladas.

México reconoció en noviembre de 2006 ante el Comité de la Organización de las Naciones Unidas contra la Tortura, que funcionarios públicos y policías están involucrados en el ejercicio de este delito. 

Por otro lado, y según un informe de la Comisión de los Derechos Humanos del Distrito Federal, más de 10,400 personas recluidas en Penales de la Ciudad de México, sufren maltrato y tortura física y psicológica por parte del personal de los centros de reclusión capitalinos, hecho que lamentablemente se reproduce en la mayoría de los centros penitenciarios del país. Existe evidencia de que estos presos sufren golpes, suspensión del sueño, incomunicación y adopción obligada de posturas dolorosas, entre otros muchos castigos.

Sin embargo, realmente la mayoría de los casos de tortura no son denunciados ante las autoridades, por desconfianza a las mismas, desconocimiento de las leyes o tratados o por temor a represalias por los funcionarios públicos, y sólo trascienden los casos con connotación política o los que han sido llevado a la muerte a la víctima. 

En este sentido es que vemos la necesidad de modificar algunos artículos de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura, con la intención de que en ellos se vea reflejado el contenido de las disposiciones contenidas en la Convención anteriormente mencionada, con el objeto de seguir en el esfuerzo por erradicar esta práctica violatoria de los Derechos Humanos que sigue siendo muy común en nuestro país.

Así pues, en esta iniciativa proponemos establecer que el Ejecutivo Federal mantenga sistemáticamente en examen las normas e instrucciones, método y prácticas de interrogatorio, así como las disposiciones para la custodia y el tratamiento de las personas sometidas a cualquier forma de arresto, detención o prisión en cualquier territorio que esté bajo su jurisdicción, a fin de evitar todo caso de tortura.

Por otro lado, se hace referencia a que se considerará delito los actos que constituyan tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes cuándo estos actos sean cometidos por un funcionario público, ya que estos tratos continúan siendo una práctica generalizada en muchos lugares de nuestro país. 

Asimismo, se propone establecer que en la comisión de este delito no habrá el beneficio de la libertad provisional. Por otra parte, se adiciona una disposición con el fin de que las personas que aleguen haber sido víctimas de tortura, tengan el derecho de presentar una queja, misma que será examinada por las autoridades competentes. Al respecto, estas personas y los testigos gozarán de protección contra malos tratos o intimidación.

Finalmente, se propone establecer que el Estado no debe proceder a la expulsión, devolución o extradición de una persona a otro Estado, cuando sus leyes locales y nacionales permitan actividades que puedan someter a tortura.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, sometemos a su consideración la siguiente INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y DICIONAN DIVERSOS ARTICULOS DE LA LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LA TORTURA.
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